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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 5 de agosto de 2024. 

 El 8 de julio de 2024, el Sr. Gilberto Vázquez García, su 

esposa, la Sra. Iris Margarita Collazo Vázquez, y la Sociedad Legal 

de Gananciales compuesta por ambos (en conjunto, los 

peticionarios) comparecieron ante nos mediante una Petición de 

Certiorari y solicitaron la revisión de una Resolución que se dictó y 

notificó el 13 de junio de 2024 por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Guayama (TPI). Mediante el aludido dictamen, el 

TPI resolvió que no surgía del récord judicial que Apex Bank (Apex 

o recurrido) actuara de mala fe durante las sesiones de mediación. 

Consecuentemente, declaró No Ha Lugar la solicitud de 

desestimación que presentaron los peticionarios.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

expedimos el recurso de certiorari y modificamos a los efectos de 

resolver que no estamos en posición de determinar que hubo mala 

fe por parte de Apex en los procesos de mediación compulsoria y, 

por ende, le devolvemos el caso al TPI para que le ordene a las partes 
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a comparecer a la mediación compulsoria conforme a la Ley 

Núm.184-2012.  

I. 

 El 22 de abril de 2022, Apex presentó una Demanda sobre 

ejecución de hipoteca por la vía ordinaria en contra de los 

peticionarios.1 En esta, alegó que era tenedor de un pagaré 

hipotecario que se suscribió el 27 de agosto de 2005 sobre una 

propiedad ubicada en el municipio de Guayama perteneciente a los 

peticionarios. Sostuvo que los peticionarios incumplieron con las 

cláusulas de la hipoteca antes mencionada y no han efectuado el 

pago de esta desde el 1 de agosto de 2021 hasta el presente. Ante 

ello, razonaron que la deuda estaba vencida, liquida y era exigible y 

ascendía a una suma principal de $60,876.36 más intereses. Así 

pues, solicitaron el pago de la deuda antes expuesta, entre otras 

cosas.  

 En respuesta, el 14 de mayo de 2022, los peticionarios 

presentaron una Contestación a Demanda y Reconvención.2 En su 

alegación responsiva, negaron la mayoría de las alegaciones en su 

contra. Específicamente, sostuvieron que según surgía de la prueba 

documental anejada, Apex de mala fe pretendía cobrar partidas que 

eran ajenas al contrato de préstamo hipotecario objeto de esta 

controversia. Afirmaron que habían realizado todos los pagos de las 

mensualidades de agosto de 2021 hasta mayo de 2022. Añadieron 

que, los recurridos no actuaron de buena fe en cuanto al contrato 

de préstamo hipotecario ya que incumplieron con la legislación 

federal que le requiere realizar una investigación con relación a los 

mencionados pagos y a aplicar correctamente los pagos que ellos 

presuntamente realizaron correspondientes al préstamo 

 
1 Véase, págs. 1-4 el apéndice del recurso.  
2 Íd., págs. 23-34.  
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hipotecario. Ante lo antes expuesto, presentaron su reconvención y 

concluyeron que no procedía que se ejecutara la hipoteca.  

 Posteriormente, el 4 de agosto de 2022, Apex presentó una 

Moción de Orden al amparo de la Ley de Mediación Compulsoria […].3 

En esta, expuso que debido a que surgía de la alegación responsiva 

de los peticionarios que la propiedad objeto de la controversia era su 

hogar principal, procedía que el TPI citara a las partes a una vista o 

acto de mediación compulsoria. Así las cosas, el 23 de agosto de 

2022, el TPI emitió y notificó una Orden de Referido al Centro de 

Mediación de Conflictos […] conforme a la Ley Núm. 184-2012, según 

enmendad, mejor conocida como la Ley para Mediación Compulsoria 

y Preservación de tu Hogar en los Procesos de Ejecuciones de 

Hipotecas de una Vivienda Principal, 32 LPRA sec. 2881, et seq. (ley 

de Mediación Compulsoria).4 Luego de haberse celebrado una vista 

de mediación compulsoria por videoconferencia, el 12 de octubre de 

2022, el Centro de Mediación de Conflictos del Centro Judicial de 

Guayama, presentó una Moción Informativa sobre Resultado de Caso 

de Ejecución de Hipoteca […] y se limitó a informar que las partes 

habían asistido a las sesiones obligatorias de mediación, pero que 

no llegaron a un acuerdo.5  

 Aproximadamente un año y medio después, a saber, el 22 de 

marzo de 2024, los peticionarios presentaron una Moción Solicitando 

Desestimación de la Demanda […].6 En síntesis, argumentaron que 

surgía del expediente que Apex no les notificó sobre todas las 

alternativas disponibles en el mercado para poder evitar la ejecución 

de hipoteca y, por ende, no actuaron de buena fe en el proceso de 

mediación compulsoria. Indicaron que lo antes expuesto incumplía 

con el requisito jurisdiccional que disponía el Art. 3 de la Ley de 

 
3 Íd., págs. 61-62.  
4 Íd., págs. 74-76.  
5 Íd., págs. 82-83.  
6 Íd., págs. 437-448. 
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Mediación Compulsoria, 32 LPRA sec. 2882. Además, citaron el caso 

de Scotiabank de Puerto Rico v. Rosario, 205 DPR 537 (2020), y 

alegaron que al igual que en ese caso, no surgía que Apex realizara 

un esfuerzo real para llegar a un acuerdo con ellos y evitar la pérdida 

de su vivienda principal. Por consiguiente, razonaron que al igual 

que en Scotiabank de Puerto Rico v. Rosario, supra, el TPI debía 

concluir que el incumplimiento con lo anterior constituía un 

impedimento jurisdiccional que privaba al Tribunal de continuar 

con los procedimientos de ejecución de hipoteca. De igual forma, 

indicaron que por lo antes expuesto también procedía que el 

Tribunal desestimara el caso.  

 En respuesta, el 11 de abril de 2024, Apex presentó una 

Réplica en Oposición a Moción Solicitando Desestimación […].7 Adujo 

que del récord judicial no surgía que ellos incumplieran con la Ley 

de Mediación Compulsoria y, por lo tanto, no procedía que se 

desestimara el pleito. Particularmente, expresó que los peticionarios 

no pusieron al Tribunal en la posición para determinar que estos 

incumplieron con el Art. 3 de la Ley de Mediación Compulsoria, 

supra. Añadió que el hecho de que las partes no hubiesen llegado a 

un acuerdo no significaba que incumplieron con las exigencias del 

referido artículo ya que este no exigía que se llegara a un acuerdo. 

Afirmó que ofreció la correspondiente orientación a los peticionarios 

y que en todo momento se observó la normativa aplicable. Alegó que 

a pesar de hacer el esfuerzo de ofrecerles a los peticionarios las 

alternativas disponibles que estos las rechazaron. Finalmente, 

señalaron que se presumía la buena fe del reporte final de la 

mediadora ya que hubo ausencia de expresión de lo contrario.  

 El 20 de abril de 2024, la parte peticionaria presentó una 

Dúplica a Réplica […].8 Evaluadas las posturas de ambas partes, el 

 
7 Íd., págs. 475-480.  
8 Íd., págs. 481-482.  



 
 

 
KLCE202400750    

 

5 

13 de junio de 2024, el TPI emitió y notificó una Resolución en la 

cual determinó lo siguiente9:  

La parte demandada-reconveniente ha solicitado la 
desestimación del pleito por falta de jurisdicción al 
amparo de la Ley 184-2012, según enmendada, por la 

parte demandante-reconvenida no haber actuado de 
buena fe durante las sesiones de mediación. Con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, este 
Tribunal resuelve que no surge del récord judicial que 
la parte demandante-reconvenida actuó de mala fe 

durante las sesiones de mediación. Por tanto, no se ha 
justificado la concesión del remedio solicitado.  
 

En su consecuencia, y de conformidad con la Ley 184-
2012, específicamente según enmendada por la Ley 

151-2020, la cual estaba en vigor a la fecha de la 
celebración de la sesión de mediación, este Tribunal 

declara No Ha Lugar la solicitud de desestimación 
presentada.   
 

Inconforme con esta determinación, el 8 de julio de 2024, los 

peticionarios presentaron el recurso de epígrafe y formularon el 

siguiente señalamiento de error:  

Erró el Tribunal a quo al declarar No Ha Lugar 
nuestra Moción Solicitando Desestimación de la 

Demanda de Conformidad con lo Dispuesto en la Ley 
38 del 2019 y bajo la Doctrina Pautada en 

Scotiabank vs. Rosario, 2020 TSPR 123, y en 
Oriental Bank v. Caballero García, 2023 TSPR 103 y 
al no ordenar desestimar la demanda presentada en 

el caso de autos a pesar de que los cheques y giros 
postales de la demandada que se anejaron con 
nuestra moción suplementaria del 22 de marzo de 

2024 y con nuestra moción solicitando sentencia 
sumaria parcial del 11 de diciembre de 2023, las 

circunstancias del caso de epígrafe son que la 
demandada desde enero de 2008 hasta el presente 
ha pagado mensualmente el préstamo hipotecario 

que se describe en la demanda que temerariamente 
y de mala fe radicó la demandante en el caso de 

epígrafe.  
 

 Atendido el recurso, el 10 de julio de 2024, emitimos una 

Resolución concediéndole a Apex hasta el 18 de julio de 2024 para 

presentar su postura en oposición. La parte recurrida solicitó 

prórroga y se le concedió. Oportunamente, la parte recurrida 

presentó una Oposición a Expedición Auto de Certiorari y en esta 

negó que el TPI cometiera el error que los peticionarios le imputaron. 

 
9 Íd., pág. 484.  
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Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes procedemos 

a resolver el asunto ante nos. Veamos.  

II. 

-A- 

El certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de 

derecho cometido por un tribunal inferior. Torres González v. 

Zaragoza Meléndez, 211 DPR 821, 846-847 (2023). Los tribunales 

apelativos tenemos la facultad para expedir un certiorari de manera 

discrecional. Íd., pág. 847. Esta discreción se define como “el poder 

para decidir en una u otra forma, esto es, para escoger entre uno o 

varios cursos de acción”. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). 

Asimismo, discreción es una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justa. Íd., pág. 

335. Ahora bien, la aludida discreción que tiene este foro apelativo 

para atender un certiorari no es absoluta. Íd. Esto ya que no tenemos 

autoridad para actuar de una forma u otra, con abstracción total al 

resto del derecho, pues ello constituiría abuso de discreción. Íd. Así, 

“el adecuado ejercicio de la discreción judicial esta inexorable e 

indefectiblemente atado al concepto de la razonabilidad”. Íd. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

establece que el recurso de certiorari para resolver resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurre de: (1) una resolución u orden bajo la Regla 56 (Remedios 

Provisionales) y la Regla 57 (Injunction) de las Reglas de 

Procedimiento Civil; (2) la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo y; (3) por excepción de: (a) decisiones sobre la 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales; (b) asuntos 

relativos a privilegios probatorios; (c) anotaciones de rebeldía; (d) 

casos de relaciones de familia; (e) casos que revistan interés público; 
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y (f) cualquier otra situación en la que esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 

En otros términos, la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, establece lo siguiente:  

El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:  
 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  

 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 40. 
 

Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de jurisdicción y tampoco constituyen una lista exhaustiva. 

García v. Padró, supra, pág. 335. La norma vigente es que los 

tribunales apelativos podremos intervenir con las determinaciones 

discrecionales del Tribunal de Primera Instancia cuando este haya 

incurrido en arbitrariedad, craso abuso de discreción o en un error 

en la interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 581 

(2009). 

-B- 

La Ley de Mediación Compulsoria, supra, se aprobó “con el 

propósito de crear un proceso de mediación compulsoria ante los 
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tribunales de Puerto Rico o ante los foros administrativos 

correspondientes, previo a llevar un proceso de ejecución de 

hipoteca (foreclousure) de cualquier propiedad principal de vivienda 

en Puerto Rico por cualquier entidad bancaria”. Exposición de 

Motivos de la Ley de Mediación Compulsoria, supra.  El proceso de 

mediación compulsoria se implementó para proteger la residencia 

principal de los deudores hipotecarios ante los efectos de la crisis 

económica que enfrenta Puerto Rico. Scotiabank v. SLG Rosario-

Castro, supra pág. 547; Bco. Santander v. Correa García, 196 DPR 

452, 461 (2016). Sobre el particular, el aludido estatuto también 

expresa que el Gobierno Estatal debe colaborar y buscar alternativas 

que logren reducir los procesos de ejecución de hipoteca y evitar al 

máximo que los ciudadanos continúen perdiendo sus propiedades. 

Íd.  

Conforme a ese propósito legislativo, el Art. 2 de la Ley Núm. 

184-2012 define los conceptos que rigen el procedimiento de 

mediación compulsoria. En lo pertinente, el Art. 2 (a) y (b) establece 

las siguientes definiciones:  

(a) Mediación: Un proceso de intervención, no 

adjudicativo, en el cual un interventor o una 

interventora neutral (mediador o mediadora) ayuda 

o asiste a las personas en conflicto a lograr un 

acuerdo que les resulte mutuamente aceptable para 

resolver su controversia. 

 

(b) Mediación Compulsoria: En los casos en que un 

acreedor hipotecario pueda iniciar un proceso de 

ejecución de hipoteca, o el cual pueda culminar en 

la venta judicial, de una propiedad residencial que 

constituya una vivienda principal, se celebrará una 

reunión compulsoria de mediación conducida en 

una sala o salón del Tribunal o en aquel lugar que 

las partes en acuerdo con el mediador seleccionen, 

pero que no podrá ser en las oficinas del acreedor 

hipotecario o de sus abogados o representantes 

legales o asesores, y presidida por un mediador 

seleccionado por las partes, en el curso de un 

procedimiento de ejecución de hipoteca sumario y/o 

ordinario. En dicha reunión el acreedor 

hipotecario notificará al deudor hipotecario 
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todas las alternativas disponibles en el mercado 

para poder evitar la ejecución de la hipoteca o la 

venta judicial de una propiedad residencial que 

constituya una vivienda principal. El propósito u 

objetivo será poder llegar a un acuerdo o 

modificación que permita al deudor hipotecario 

establecer un acuerdo de pago u otra alternativa 

satisfactoria a las partes y no perder su vivienda 

principal. (Énfasis nuestro) 

 

[…] 

 Por otro lado, con el propósito de enmendar el Art. 3 de la Ley 

de Mediación Compulsoria, se aprobó la Ley Núm. 38-2019, la cual, 

en su Exposición de Motivos, reitera que, una vez iniciado un 

procedimiento de ejecución de hipoteca de una residencia principal, 

se debe dar una reunión de mediación. Asimismo, menciona que, 

en la reunión de mediación, el acreedor hipotecario notificará al 

deudor hipotecario todas las alternativas disponibles en el mercado 

para poder evitar la ejecución de la hipoteca o la venta judicial de 

su vivienda principal y así evaluar la posibilidad de llegar a un 

acuerdo aceptable para ambas partes. Exposición de Motivos de la 

Ley Núm. 38-2019.Particularmente, el Art. 3 de la Ley de Mediación 

Compulsoria, según enmendada, en lo pertinente, preceptúa lo 

siguiente: 

 
[s]erá deber del Tribunal, al presentarse la demanda y 
diligenciarse el emplazamiento, citar a las partes a una 

vista o acto de mediación compulsoria que presidirá un 
mediador seleccionado por las partes y que tendrá lugar 

en cualquier salón o sala del tribunal o en aquel lugar 
que las partes en acuerdo con el mediador seleccionen, 
en la cual se le informará al deudor hipotecario 

todas las alternativas disponibles en el mercado 
para poder evitar la privación del inmueble al 

deudor, ejecución de la hipoteca o la venta judicial 
de una propiedad residencial que constituya una 
vivienda principal, incluyendo aquellas alternativas 

que no dependen de la capacidad económica del deudor, 
como lo son la venta corta (“short sale”), la dación en 
pago, entrega voluntaria de título, y otros remedios que 

eviten que el deudor pierda su hogar o que, de perderlo, 
se minimicen las consecuencias negativas sobre el 

deudor.   
 
 […] 
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 Lo aquí dispuesto será un requisito jurisdiccional en 
los procesos a llevarse a cabo ante los Tribunales de 

Puerto Rico que envuelvan un proceso para la ejecución 
de una hipoteca garantizada con una propiedad 

residencial que constituya una vivienda personal del 
deudor o de los deudores sin cuyo cumplimiento no 
podrá dictarse sentencia o celebrarse la venta 

judicial de la propiedad gravada con la hipoteca cuya 
ejecución se solicita. 

 

De no presentarse el deudor al procedimiento de 
mediación o de no cumplir con el acuerdo alcanzado con 

el acreedor hipotecario como resultado del proceso de 
mediación, la institución financiera actuará de la forma 

acordada en el contrato o pagaré efectuado el día de la 
transacción original de hipoteca. De no presentarse el 
acreedor hipotecario, al procedimiento de mediación, en 

cualquiera de sus etapas, sin que medie justificación 
adecuada, o de no actuar de buena fe en cuanto al 
ofrecimiento de alternativas disponibles, 

impidiendo que se alcance un acuerdo viable con el 
deudor, el Tribunal procederá a desestimar la 

demanda presentada. (Énfasis nuestro).  
  
 […] 
   

En Scotiabank v. SLG Rosario-Castro, supra, el Tribunal 

Supremo discutió el requisito de buena fe en el proceso de mediación 

compulsoria que impone el referido artículo. En particular, examinó 

la siguiente controversia: “si el acreedor actúa de mala fe cuando se 

celebra la vista o acto de mediación, pero no se proveen todas las 

alternativas disponibles en el mercado”. Íd., pág. 541.  Al evaluar la 

controversia, el Tribunal Supremo consideró varias jurisdicciones 

estatales que tienen programas de mediación compulsoria y que han 

adoptado el requisito de buena fe debido a que han enfrentado 

problemas para crear un programa de mediación efectivo, donde se 

les provean oportunidades reales a los participantes. Íd., pág. 553. 

En nuestro ordenamiento jurídico, la Ley de Mediación 

Compulsoria faculta al tribunal a imponer sanciones en los casos 

en que el acreedor hipotecario no actúa de buena fe. En específico, 

el Art. 3 de la aludida disposición legal establece que “[…] [d]e no 

presentarse el acreedor hipotecario, al procedimiento de mediación, 

en cualquiera de sus etapas, sin que medie justificación adecuada, 

o de no actuar de buena fe en cuanto al ofrecimiento de alternativas 
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disponibles, impidiendo que se alcance un acuerdo viable con el 

deudor, el Tribunal procederá a desestimar la demanda presentada”. 

Consonó con lo que antecede, y de conformidad con el 

propósito de la Ley de Mediación Compulsoria, el Tribunal Supremo 

resolvió, en lo pertinente, lo siguiente:  

Además, el banco tampoco puso al tribunal de 
instancia en posición de determinar que ofreció a los 

peticionarios todas las alternativas disponibles en el 
mercado. Por lo tanto, de ninguna manera podemos 
determinar que Scotiabank actuó de buena fe en el 

proceso de mediación con los peticionarios. Del 
expediente no surge que Scotiabank haya realizado un 

esfuerzo real de llegar a un acuerdo con los 
peticionarios para evitar la pérdida de su vivienda 
principal.  

 
Reiteramos que el incumplimiento con lo anterior 

constituye un impedimento jurisdiccional que priva al 

tribunal de continuar con los procedimientos ante ese 
foro. En consecuencia, resolvemos que en aquellos 

casos en los que el acreedor incumple con el 
requisito de buena fe en la mediación y la sanción 
de la desestimación no está disponible, el tribunal 

deberá ordenar la celebración de una nueva 
mediación conforme a lo aquí dispuesto. (Énfasis 
suplido) Scotiabank v. SLG Rosario-Castro, supra pág. 

558.  

III. 
 

En este caso, los peticionarios nos solicitaron la revocación de 

una Resolución que dictó y notificó el TPI el 13 de junio de 2024. En 

esencia, argumentaron que el TPI erró al declarar No Ha Lugar su 

Moción Solicitando Desestimación de la Demanda de Conformidad 

con lo Dispuesto en la Ley 38 de 2019 y Bajo la Doctrina Pautada en 

Scotiabank vs. Rosario, 2020 TSPR 123 y en Oriental Bank vs. 

Caballero García, 2023 TSPR 103. Además, indicaron que el TPI erró 

al no desestimar la Demanda a pesar de que presentaron prueba de 

los pagos realizados al préstamo hipotecario.  

De entrada, cabe aclarar que, en la moción de desestimación 

que presentaron los peticionarios el 22 de marzo de 2024, estos se 

limitaron a exponer argumentos relacionados a que Apex no ofreció 

todas las alternativas disponibles en el mercado para poder evitar la 



 
 

 
KLCE202400750 

 

12 

privación de su hogar principal en contravención a la Ley de 

Mediación Compulsoria, supra, y, por ende, no actuó de buena fe en 

el proceso de mediación. La solicitud de desestimación no se 

fundamentó en los pagos presuntamente realizados al préstamo 

hipotecario objeto de esta controversia. Así pues, en el dictamen 

recurrido, el TPI resolvió únicamente el asunto relacionado al 

alegado incumplimiento con la Ley de Mediación Compulsoria, 

supra. Dicho esto, no atenderemos el argumento que presentaron 

los peticionarios en su único señalamiento de error relacionado a la 

desestimación por los pagos presuntamente realizados al préstamo 

hipotecario. Así pues, procedemos a resolver el asunto relacionado 

al presunto incumplimiento por parte de Apex con el Art.3 de la Ley 

de Mediación Compulsoria, supra.  

Conforme al derecho que antecede, en el proceso de mediación 

compulsoria, el acreedor del préstamo hipotecario tiene el deber de 

informarle al deudor hipotecario sobre todas las alternativas 

disponibles en el mercado para poder evitar la privación del 

inmueble principal del deudor. Art. 3 de la Ley de Mediación 

Compulsoria, supra. Este requisito es jurisdiccional y se debe llevar 

a cabo de buena fe. Íd. Si el acreedor no cumple con el requisito de 

ofrecer todas las alternativas disponibles en el mercado o no actúa 

de buena fe en cuanto al ofrecimiento de alternativas disponibles, 

impidiendo que se alcance un acuerdo viable con el deudor, el TPI 

no podrá dictar Sentencia o llevar a cabo la ejecución de la hipoteca 

de la propiedad. Íd. Le correspondería al Tribunal a desestimar la 

Demanda presentada. Íd.  

Ahora bien, según establece el Tribunal Supremo en el caso 

Scotiabank v. SLG Rosario-Castro, supra pág. 558, cuando el 

acreedor no pone al TPI en posición de determinar que ofreció a los 

deudores todas las alternativas disponibles en el mercado y, por lo 

tanto, no se puede determinar que el acreedor actuó de buena fe en 



 
 

 
KLCE202400750    

 

13 

el proceso de mediación, el tribunal deberá ordenar la celebración 

de una nueva mediación.  

En el caso de autos, la mediadora que llevó a cabo el 

procedimiento de mediación compulsoria presentó una Moción 

Informativa sobre Resultado de Caso de Ejecución de Hipoteca […] 

ante el TPI en el cual se limitó a expresar que “las partes asistieron 

a las sesiones obligatorias de mediación. Las partes no llegaron a 

acuerdos.” Un año y cinco meses después, los peticionarios 

presentaron una moción de desestimación en la cual expusieron que 

del récord judicial surgía que Apex no les ofreció las alternativas 

disponibles en el mercado para evitar la privación de su hogar 

principal y por esta razón no actuó de buena fe. Afirmaron que ello 

conllevó a un incumplimiento con el Art. 3 de la Ley de Mediación 

Compulsoria, supra, por lo que procedía que se desestimara la 

Demanda por falta de jurisdicción.  

Por su parte, la parte recurrida alegó que no surgía del 

expediente judicial y que los peticionarios nunca pusieron en 

posición al TPI para determinar que hubo tal incumplimiento. 

Puntualizaron que lo único que surgía del expediente era la Moción 

Informativa sobre Resultado de Caso de Ejecución de Hipoteca […]  

de la mediadora que indicaba lo que expresamos anteriormente. 

Cónsono a lo anterior, argumentó que, en ausencia de expresión de 

la mediadora, se presumía la buena fe de las partes en el proceso de 

mediación. Por último, sostuvo que el hecho de que las partes no 

llegaron a un acuerdo no podía ser interpretado como que Apex falló 

en dar la orientación que exige el Art. 3 de la Ley de Mediación 

Compulsoria, supra.  

A pesar de que tenemos ante nuestra consideración la Moción 

Informativa sobre Resultado de Caso de Ejecución de Hipoteca […] 

que presentó la mediadora en esta no se detalló el proceso que se 

llevó a cabo en dicha mediación. De igual forma, las alegaciones 
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antes expuestas de las partes no están sustentadas por ninguna 

prueba que nos ponga en posición para evaluar si en efecto se 

cumplieron con los requisitos que exige la Ley de Mediación 

Cumpulsoria, supra, durante el proceso de mediación. En síntesis, 

el expediente judicial está huérfano de evidencia por lo que las 

alegaciones de las partes y lo que expresó la mediadora en su 

moción no son suficientes para determinar que Apex negoció de 

buena fe en el procedimiento de mediación.  

En virtud de lo antes expuesto, no estamos en posición para 

concluir que procede la desestimación de la Demanda por falta de 

jurisdicción al amparo de la Ley de Mediación Compulsoria, supra. 

En consecuencia, concurrimos con el TPI en que no procede la 

desestimación de la Demanda. Sin embargo, al no estar disponible 

la desestimación en el presente caso, le ordenamos al TPI a que 

ordene la celebración de una nueva mediación conforme lo 

dispone el caso de Scotiabank v. SLG Rosario-Castro, supra y la 

Ley de Mediación compulsoria, supra.  

IV. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

expedimos el recurso de certiorari y modificamos a los efectos de 

resolver que no estamos en posición de determinar que hubo mala 

fe por parte de Apex en los procesos de mediación compulsoria y, 

por ende, le devolvemos el caso al TPI para que le ordene a las partes 

a comparecer a la mediación compulsoria conforme a la Ley 

Núm.184-2012.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


